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09.3
EDUCACIÓN EN OTRAS ÁREAS TEMÁTICAS

CAPÍTULO 01.I ADMINISTRACIONES PúbLICAS, 
ADMINISTRACIONES TRIbUTARIAS Y ORDENACIÓN ECONÓMICA  

01.I.2.2.4
Contratación en el sector público

En materia de contratación con el sector público procede significar retrasos habidos en el pago a 
proveedores, que en ocasiones han alcanzado cifras millonarias poniendo cuanto menos en peligro la 
continuidad de proyectos empresariales y el mantenimiento de numerosos puestos de trabajo. Ello, sin 
tener en cuenta los enormes sobrecostes que de esta realidad se derivan para el erario público, habida 
cuenta los derechos indemnizatorios que se generan para los acreedores.

Buen ejemplo de lo que comentamos lo constituye la queja 14/3507, promovida por la Asociación 
Andaluza de Empresas de Educación, Cultura y Ocio (AAEECO).

En la misma, la persona representante de la Asociación nos exponía las dificultades que estaban 
atravesando las empresas del sector como consecuencia de los incumplimientos, por parte del Ente 
Público de Infraestructuras y Servicios Educativos, de la obligación de pago de los servicios de aula matinal, 
actividades extraescolares y servicios complementarios de escuelas infantiles.

En este sentido, señalaba que se adeudaban a tales empresas más de 7 millones de euros.

A la vista de las circunstancias descritas, esta Defensoría intervino en la cuestión interesando informe 
tanto a la Consejería de Educación, Cultura y Deporte, como al Ente Público Andaluz de Infraestructuras 
y Servicios Educativos. 

Tras reconocer la realidad de los hechos descritos por la parte promotora de la queja, la Administración 
autonómica nos trasladó su firme compromiso de abonar con máxima celeridad los importes adeudados.

Considerando lo anterior, se estimó oportuno contactar con la parte afectada, que confirmó que tras 
nuestra intervención, el asunto había quedado finalmente resuelto, de tal forma que los pagos se habían 
llevado a efecto.

En cualquier caso, y sin menoscabo de que nos congratulemos por la adecuada solución de problemas 
como el descrito, debemos llamar una vez más la atención sobre las gravísimas consecuencias que de 
este tipo de prácticas se generan para nuestro tejido empresarial y para el desarrollo sólido y progresivo 
de nuestra economía.

En una coyuntura como la actual, en la que la tasa de paro en nuestra Comunidad se sitúa por encima 
del 34%, resulta estrictamente necesario evitar este tipo de situaciones. Esta Institución no es ajena a 
las dificultades económicas por las que atraviesan las Administraciones Públicas como consecuencia de 
la necesidad de cumplir con los imperativos consagrados en el recientemente reformado artículo 135 
de la Constitución. 

Sin embargo, de poco sirven iniciativas públicas que se orientan a revertir la gravísima situación 
socioeconómica que se vive en la actualidad si, al mismo tiempo, la propia actuación administrativa 
provoca el cierre de empresas que no pueden asumir por más tiempo los retrasos o los impagos de las 
Administraciones y, consiguientemente, el despido de trabajadores y trabajadoras.
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